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Prólogo


¿Para qué sirve un prólogo? Hay varias

respuestas, ya que puede ser útil de distintas maneras. Sin

embargo, yo, como lector, espero que un prólogo sirva de invitación

para entrar en la obra literaria o docente. Me gusta que el prólogo

sea una especie de anticipo de lo que voy a encontrar en las

páginas siguientes, que resulte una guía explicativa que me

estimule a zambullirme en ese mar de papel blanco con caracteres

negros que siempre constituye una incógnita para quien abre las

tapas de un libro e inicia el recorrido de la lectura.


Y me complace mucho, lectoras y lectores,

asumir esta tarea. El texto que sigue a este prólogo es un libro de

estudio y de aprendizaje que, permítanme que me adelante, es

sencillamente maravilloso. Quiero invitarlos a leer sus páginas, a

aprender lo que en ellas se enseña, pero, sobre todo, deseo

garantizarles que no van a ser defraudados y que, a diferencia de

muchos libros enjundiosos, no les va a resultar pesado ni trabajoso

avanzar por sus blancas hojas.


Pero luego de haber anticipado lo más

importante que quiero expresar en estos pocos párrafos, déjenme

contarles cómo me vinculo yo con este libro o, mejor dicho, con sus

autores.


La vida es misteriosa y traza caminos

incomprensibles para nosotros, caminos que, desde una mirada

optimista de la existencia, terminan construyendo resultados

positivos absolutamente inesperados por los atribulados

sujetos.


Digo esto porque el maravilloso texto

universitario que sus autores me han honrado en darme a prologar es

fruto de uno de esos extraños caminos que ha ido forjando la vida.

Una mañana de hace muchos años, mi amigo el gran abogado

previsionalista Horacio E. Martínez se presentó en mi oficina para

ofrecerme que me hiciera cargo de la materia Derecho Administrativo

y Procesal en la carrera de Relaciones del Trabajo, que en aquel

momento él dirigía.


Como en esa época no había aprendido a decir

que no, y dado que, además, me encantaba anotarme en cualquier

emprendimiento junto a mis amigos, inicié el dictado de las clases

muy temprano por la mañana. Sin embargo, por razones que hoy no

consigo recordar, dicté sólo un cuatrimestre y renuncié.


Gracias a esos tres hechos aparentemente tan

fortuitos, otra mañana –gloriosa, diría ahora– se apersonó con toda

su extensión aérea la abogada Itatí Di Guglielmo y, con una sonrisa

grande como ella, vino a pedirme unas notas finales que en la

Facultad no tenían registradas. Es que, por el arcano designio del

destino –que los ingenuos pueden creer que es azaroso– y los ya

aludidos vericuetos de la existencia, la cátedra ahora estaba a su

cargo.


Esto significó dos hechos importantísimos.

Para mí, haberme dado la bendición de incorporar a Itatí a mis

amistades y afectos. En pocos meses pasamos de nuestra relación de

antecesor/sucesora en la cátedra a entrañables amigos y, aunque

cuando uno confecciona la declaración jurada para la AFIP en marzo

no puede consignar más que bienes materiales y patrimoniales, yo

suelo hacer otra declaración jurada en la que anoto los bienes

espirituales que se incorporan o salen de mi patrimonio personal y

allí consta, año tras año, Itatí.


Pero para la carrera de Relaciones Laborales

aquel hecho implicó una ganancia sólo merituada adecuadamente por

el ya mencionado destino, porque, no tengo el menor empacho en

reconocerlo, la Facultad ganó enor- memente en calidad y entrega

personal con mi renuncia y con la llegada de Itatí. Y digo esto no

para quitarme idoneidad académica sino porque esa carrera, esos

alumnos y esa Facultad no eran para mí, que resulto un tanto

acartonado y formal. Pero Itatí es la persona ideal para enseñar

–en cualquier lado, pero especialmente allí– en la carrera de

Relaciones Laborales. Porque le encanta desde el alma transmitir

conocimiento real y concreto; porque ama la teatralización de los

dramas que siempre habitan tras cualquier conflicto

obrero-patronal; porque tiene un gran bagaje de conocimiento

profesional y de experiencia como abogada y componedora de

conflictos.


Y esto no lo digo porque la quiero, sino

porque transité la fuerte –y ésta es otra confesión– experiencia de

compartir un curso de procedimiento laboral para abogados recién

recibidos en la Facultad de Derecho de la UBA –ámbito más

“formalito”, en el que yo nado con más comodidad– cuando consideré

que ella era la socia adecuada e ideal para suplementar en la

enseñanza del derecho real y práctico mis carencias, propias de un

muy breve desempeño como abogado litigante y consultor entre tanta

vida judicial (¿les conté que, además de profesor universitario,

soy juez del trabajo?).


Fue fuerte y sentí vértigo cuando Itatí nos

lanzaba, a los colegas que cursaban y a mí, a la arena de la

teatralización y el rol playing. Pero sobreviví más

robusto que antes y casi, casi, con ganas de imitarla. En ese

trance supe cuánto tenía Itatí para dar y comencé a alegrarme de

haber renunciado a Relaciones del Trabajo para que el astuto

destino la llevara a ella a ocupar ese lugar, que la estaba

esperando.


Pero ahora, al ver la obra que con el

entrañable Ernesto Segal, la talentosa Lorena D’amico y el

experimentado abogado laboralista Lelio A. Freidenberg han

preparado, esa alegría se tornó en pleno convencimiento de que

Itatí encontró allí un lugar ideal y que la carrera de Relaciones

Laborales tiene en ella la docente y líder perfecta de un equipo

académico de campanillas.


Vuelvo ahora al intento de ser el guía inicial

de ustedes, lectoras y lectores, y les advierto que la lectura de

este libro me dejó con la boca abierta porque, más allá de sus

contenidos de estricto valor académico y profesional, luce un modo

de plantear los conocimientos y la enseñanza que resulta

absolutamente inusual y excepcional.


Alguna vez leí que las decisiones más arduas

de un escritor pasan por elegir el modo de la narración (primera

persona, narración desde el cómodo lugar del tercero, etc.) y el

tiempo verbal (en pasado o en presente; tal vez con idas y

vueltas). Pues bien, Itatí y su equipo han resuelto todos los

dilemas iniciales de un modo tan sorprendente como eficaz y

consiguieron volcar en el papel las enseñanzas a transmitir de una

manera original y muy facilitadora para los lectores, sean

estudiantes, profesionales o actores sociales.


Es que en la obra que prologo le dieron la

palabra a una joven y di- námica especialista en las relaciones

laborales que, con frescura y cierta ingenuidad propia de los

primeros años de cualquier profesional, cuenta en primera persona

–y en un pretérito intimista– sus inicios en una empresa cuya

principal presencia es nada menos que González, un simpático perro

que atraviesa los distintos momentos narrados.


Este recurso estilístico les permitió a los

autores de la obra recorrer, de la mano de la joven experta en

relaciones laborales y con el pretexto de su relato, un extenso

temario: funcionamiento de la Inspección del Trabajo, régimen de

infracciones y sanciones, procedimiento ante la autoridad

administrativa, las indemnizaciones por despido en sus distintas

formas (despido injustificado, despido por razones económicas,

despido discriminatorio, etc.), el régimen del preaviso, los

contenidos de los certificados de trabajo, el sistema nacional de

subsidio por desempleo, la protección de la ley ante enfermedades o

accidentes inculpables y el régimen de la ley de riesgos del

trabajo para accidentes de trabajo y enfermedades profesionales,

las reglas básicas de la organización sindical en nuestro país y el

funcionamiento de la negociación colectiva y su fruto, los

convenios colectivos de trabajo.


No todos saben exponer sus conocimientos, y

los autores de este gran libro demostraron con total evidencia que

integran el pequeño y privilegia- do grupo de quienes poseen el don

de la docencia, de la pedagogía y que, con un esencial sentido

común y con sencillez, son capaces de describir un complejo mundo

de reglas jurídicas como quien narra un cuento o le escribe una

carta a una tía.


Por eso, lectoras y lectores, estoy

invitándolos a animarse con este libro; los provoco a que empiecen

a leerlo y estoy seguro de que se van a entusiasmar y lo van a leer

de punta a punta como quien lee una novela del genial Vargas Llosa.

Sólo después de que se saquen el gusto y sacien la sed de seguir

que les generará la dinámica de la obra podrán volver a encararlo

para estudiar, para aprender lo que necesitan según sus

necesidades.


Que lo disfruten.







Miguel Ángel Maza.


Otoño de 2011.












Dicen los autores


Antes de introducirse en nuestra “obra” quizás

sea necesaria alguna precisión: los autores somos abogados que,

además de compartir el amor por la Justicia (sí, con mayúsculas)

tomamos como premisa la peregrina idea de que el Derecho no debe ni

puede ser una ciencia oculta, reservada a especialistas y/o

entendidos, sino que debe y puede estar al alcance de todos, sin

otra exigencia que la lectura, la concentración necesaria y el

pensamiento para su desarrollo. Intentamos acercar al lector

instituciones del Derecho a través de una novela, asimilando

nuestro accionar al de aquellos autores que escriben Historia como

un cuento. Buscamos así seducirlo, haciéndole olvidar el cliché de

que el Derecho es de dificil entendimiento, oscuro, que es para

otros. Tratamos de esa manera –y esperamos haberlo conseguido– que

cada lector pueda polemizar con nuestros textos, opinando a favor o

en contra de nuestras valoraciones, tornándose así en protagonista

de una realidad que nos involucra a todos. En esa línea hemos

trabajado y serán ustedes, lectores, quienes emitan, oportunamente,

el veredicto de su valor.


Nuestro agradecimiento a todas las promociones

de alumnos que cur- saron con nosotros, ya que al mostrarnos sus

necesidades e inquietudes, nos han servido de guía para concebir

esta obra y muy especialmente a los del primer cuatrimestre del año

2010 por su “tormenta de ideas”.





















	

CAPÍTULO I










Policía del trabajo






González movió la cola


Finalmente a los 27

empecé a trabajar...


Unos amigos de mi

madre precisaban una persona de confianza y, la verdad, la

oportunidad me pareció única.


Habían heredado un

emprendimiento comercial en vías de expansión y ya no podían

hacerse cargo de todo. Me gusta la gente y estaba a punto de

recibirme de Licenciada en Relaciones del Trabajo, mi mamá sugirió

mi nombre y como éramos casi de la familia, un día me presenté. Me

dieron una oficina y empecé como gerente de relaciones laborales de

la empresa.


La historia comenzó

hace cinco años un 25 de enero. Al llegar me encontré con una

empresa de treinta empleados, dedicada a la fabricación de

artículos de cotillón cuyo personal se hallaba comprendido en el

convenio colectivo de trabajadores del plástico, ubicada al límite

de la General Paz, sobre Av. San Martín, por suerte cerquita de

casa.


Los dueños eran dos

hermanos hijos de un inmigrante trabajador, que se había cansado de

tantos años de trabajo y que decidió cultivar rosas y malcriar

nietos.


Mis empleadores,

Juanpi y Marina, rondaban la cuarentena; eran, respectivamente,

psicólogo social y contadora, de perfil modernoso y muy buena

gente, tanto que Juanpi, para no dejarlo solo, concurría todos los

días a la empresa con su ovejero alemán llamado González, que se

sentaba en la oficina con él y le hacía compañía.


Las cosas se dieron

para que empezara a trabajar directamente, ni siquiera se habló de

mi salario, prioricé la experiencia y el aprendizaje.


A fin de mes cuando

me pagaron, grata fue mi sorpresa y lejos estuve de discutirlo. Me

encontré con un sobre que contenía una suma superior al doble del

promedio de los salarios que se abonaban en la empresa.


El grupo de gente a

mi cargo era heterogéneo, estaba integrado por 30 personas que

promediaban los 35 años; iban desde dos jubilados de 66 y 68 años,

uno registrado y el otro no, y un cadete de 18 años. Del grupo de

las mujeres, la frutilla del postre era “La Betty”, una pulposa

morocha argentina, de 25 años, muy simpática y entradora, de figura

voluptuosa, que estaba encargada del sector expedición.


Un personaje

entrañable era doña Cata, nuestra cocinera, a quien le pagaban como

si fuera servicio doméstico pero, en realidad, su tarea era darle

de comer al personal. El día que hacía guiso de lentejas, nadie

trabajaba después del almuerzo.


Finalmente,

transcurrió mi período de adaptación al cabo del cual González,

movió la cola.


Un día el sobre

vino con un recibo en el que constaba que era encargada y que

cobraba un sueldo básico del convenio, pero como mi ingreso del

bolsillo no se modificó, lo firmé y le resté importancia.









Un acto de estricta justicia a cargo de González


A los pocos días,

el cadete Carlitos –fanático hincha de Chacarita– me vino a buscar

muy asustado y me dijo que en la puerta había unos tipos que decían

ser de una policía medio rara. Le pregunté: “¿de qué?”. Y me

respondió que no sabía, que por las dudas no les había abierto y me

venía a preguntar qué hacer.


Me apersoné en la

entrada. Eran un hombre y una mujer, que se presentaron como

inspectores de policía del trabajo, lo que me aclaró un poco la

cosa, y recordando las palabras del Dr. Segal en sus clases, les

pedí que me acreditaran lo dicho mediante la exhibición de sus

credenciales, lo que hicieron prestamente.


Los acompañé a mi

oficina, me identifiqué ante su requerimiento y les pregunté: “¿en

qué los puedo ayudar?”. Los inspectores, muy circuns- pectos, me

solicitaron recorrer la fábrica, verificar la documentación la-

boral, entrevistarse con el personal y controlar las medidas de

seguridad.


En esto estábamos

cuando Marina pasó frente a mi puerta –que siguiendo mi política de

contacto fluido con los demás, siempre está abierta– y muy

dispuesta ingresó y preguntó: “¿Quiénes son los señores?”, los

presenté, indicando sus cargos y nombres, y ahí se me complicó un

poco la cosa. Marina, siendo contadora, presintió que venían a

controlar su trabajo y de forma verborrágica expresó: “¡Acá está

todo en orden, nada tienen que revisar, es una violación a mi

privacidad!”.


Disculpándome con

los inspectores, me retiré de la oficina con Ma- rina para hacerle

entender que yo comprendía que ella se sintiera mal, pero que con

su actitud sólo complicaba la situación, que esta gente estaba

cumpliendo con su trabajo, y que me dejara a mí cumplir con el mío;

que no era nada contra nosotros y se limitaba al aspecto laboral,

lo cual la calmó lo suficiente como para que se quedara en su

oficina y me dejara manejar la situación.


Volví con los

inspectores, y les pregunté cómo querían organizar la tarea y

también les informé que la documentación contable no estaba en la

fábrica, sino en el domicilio del contador; me contestaron que eso

era lo común, en razón de lo cual, al labrar el acta de inspección

me darían un plazo para munirme de ella y volverían a

revisarla.


Me preguntaron si

había representación gremial en la empresa, porque en su caso

habría que convocarla, y les expliqué que por el momento no

teníamos. Sin más iniciamos la recorrida.


Observaron la

maquinaría, los talleres, la instalación eléctrica, el depósito, si

se habían tomado las medidas de seguridad personal respecto de los

trabajadores y también las de seguridad edilicia. Preguntaron si

teníamos ART contratada y si ésta había sugerido planes de

mejoramiento en higiene y salubridad.


Mientras caminaban,

iban presentándose y conversando con el personal, haciéndole a cada

uno preguntas sobre su fecha de ingreso, el salario que percibía,

si se entregaban recibos de sueldo, cómo cobraba y en qué fecha,

qué cantidad de horas trabajaba, si hacían horas extras, como se

las abonaban, si había turnos rotativos, dónde estaba exhibida la

planilla horaria. El personal colaboró espontáneamente y de buen

grado y los inspectores anotaban todo.


Retornamos a mi

oficina. En el camino González salió a saludarnos y se puso tan

contento que orinó el zapato izquierdo del inspector, Dr. de

Videla, quien a los gritos pedía que retiraran al perro. Mientras

vociferaba, el ahora, húmedo, inspector nos informó que se trataba

de gamuza italiana. González volvió a la cucha alicaído lo que

provocó la ira de Juanpi, que también a los gritos decía: “No se

metan con mi hijo”.


Superado el trance,

ya a esa altura del partido consideré escaso el café ofrecido, le

mandé a pedir a Doña Cata su famosa pasta frola con la que

acompañaba el mate de la mañana y me senté a observar cómo los

inspectores escribían en un formulario titulado “Acta de

inspección”.


Una vez que

terminaron esto, me hicieron firmar al pie. En ese momento, me di

cuenta de que, en realidad, me hacían firmar dos actas. Me dejaron

una copia de cada una y me avisaron que volverían en 15 días.


Mientras las leía,

comprobé que una decía Acta de inspección pero la otra decía Acta

de infracción. En ese instante, entró Marina y me comentó que se

había comunicado con el viejo amigo de su padre el Dr. Hasting

Lanusse (leer “jeisting” porque es de origen escocés tal como el

doctor aclara cada vez que es presentado), abogado de la familia

desde el tiempo de la administración paterna, y que estaba

esperando mi llamado.


Me comuniqué con él

y a su pedido le faxeé las actas pues me dijo que había que

impugnar el acta de infracción, para lo cual, teníamos cinco

días.


El acta decía que

se habían comprobado las siguientes infracciones:






	Falta de exhibición de la planilla de

horario.


	Dos trabajadores no registrados (uno jubilado y

el cadete).


	Falta de control de horario individual del

personal.


	Percepción de salarios fuera del sistema

bancario.








Lo peor de ese día

estaba por venir y fue el interrogatorio al que fui sometida por

Juanpi y Marina al terminar la jornada, quienes estaban

absolutamente seguros de que esto sucedía porque alguien nos había

vendido, y que para ellos el sospechoso, era García porque antes

que él entrara a trabajar nunca habían tenido un problema de este

tipo, y desde su ingreso, había comenzado a agitar el avispero

preguntando por qué no había representación sindical en la empresa

y si la gente estaba o no afiliada al sindicato. García era, en

realidad, un ex gremialista venido a menos, con un pasado de

boxeador amateur de peso mediano, y puntero de la disidente Lista

Azul del gremio de la carne, hoy devenido en peón de

depósito.


Les dije que tomaba

muy en cuenta lo que me contaban, para contenerlos, y que me

encargaría personalmente de poner atención a sus actitudes en el

futuro.


Al día siguiente,

el abogado me mandó un mail en el que me decía que no nos

preocupáramos, que el asunto era relativamente sencillo de manejar,

pero que juntáramos toda la documentación pedida por los

inspectores, porque de lo contrario la situación se iba a poner

espesa.


Pasaron 15 días, me

ocupé de traer a la empresa toda la documentación que fuera

requerida y se la entregué al abogado, y para estar preparada por

si volvía a pasar, decidí refrescar lo aprendido en la facu,

releyendo mis apuntes que decían:









I.1 Policía del trabajo


En un país republicano como el nuestro,

caracterizado por la división de poderes, el Poder Legislativo

dicta las leyes, el Ejecutivo gobierna con el límite de dichas

normas, sin tener en cuenta el abuso de los decretos de necesidad y

urgencia, y el Poder Judicial tiene el monopolio de la

sanción.


No obstante, lo expuesto anteriormente existe

en nuestro ordenamiento una rara institución, llamada Policía del

Trabajo que, si bien pertenece al Poder Ejecutivo, tiene la

posibilidad de aplicar sanciones que constituyen una excepción a

las atribuciones casi excluyentes del Poder Judicial.


La creación del derecho del Trabajo a fines

del siglo XIX y principios del XX surge como una necesidad, por su

carácter tutelar y protectorio, de garantizar “realmente” a los

trabajadores los derechos consagrados en las normas, de tal forma

que no quedaran en lo retórico y se implementaran instrumentos que

permitieran su rápido y efectivo cumplimiento.


En otras ramas del Derecho (Civil o Comercial,

por ejemplo) cuando una de las partes incumple con su obligación,

la otra se presenta ante la justicia con una demanda. Al finalizar

el proceso, el Juez –al dictar sentencia, si correspondiere– le

reconocerá al demandante su derecho y exigirá al incumplidor que

honre sus obligaciones.


En el Derecho del Trabajo y en la Constitución

Nacional, además de reconocérsele al trabajador el derecho de

reclamar judicialmente al emplea- dor por sus incumplimientos, se

le habilita la posibilidad de denunciarlo ante la Autoridad

Administrativa, quien constituida en “Policía del Trabajo” de

manera rápida y eficaz, concurrirá al lugar de trabajo.


De esta forma, su función incluirá verificar

los incumplimientos denunciados e intimar para que se subsanen en

forma inmediata, bajo apercibimiento de aplicar sanciones.


Recordemos que el salario tiene para el

dependiente carácter ali- mentario y, por ende, su percepción, en

tiempo y forma, no sólo hace a su


subsistencia, sino también a la de su grupo

familiar. Además, un juicio es costoso, tiene un procedimiento

lento y lleva meses y a veces años. Si a ello agregamos que nuestro

país es sumamente extenso y que la mayoría de las veces el

trabajador vive a grandes distancias de los Tribunales, queda en

claro que el reconocimiento de su derecho a través de una

sentencia, en la mayoría de los casos, no será suficiente y mucho

menos una solución, pues carece de la efectividad e inmediatez que

la situación requiere.


Entonces, el Estado, que dictó las normas,

crea y encomienda a la Administración Pública el control del

cumplimiento de dichas normativa y frente a la violación de las

leyes laborales y de los convenios colectivos de trabajo (CCT), el

trabajador tendrá derecho a recurrir a la Justicia o a denunciar el

incumplimiento ante Policía del Trabajo para procurar el

restablecimiento del derecho violentado.


Si bien la Constitución Nacional ha delegado

dicha facultad a las provincias[1], en un principio la

función de Policía del Trabajo fue asignada al Ministerio de

Trabajo de la Nación y sus delegaciones provinciales, situación que

se mantuvo durante las dictaduras militares, que en un claro

movimiento de concentración de poder, pretendieron manejar y

ejercer las acciones de ejecutivas desde la Capital Federal.


Con la llegada de la democracia en el año

1983, las provincias reclamaron el derecho constitucional a manejar

su cartera laboral en forma autónoma, creando sus propios

Ministerios o Direcciones de Trabajo provinciales.

Consecuentemente, en cada una de ellas, cualquiera sea la

denominación que se les otorgara, se crearon cuerpos de policía del

trabajo con sus correspondientes normas procesales y definición de

infracciones y sanciones pertinentes.


Si bien ello fue saludable para la

federalización del país, generó un caos ya que pasaron a existir

tantas policías del trabajo como provincias, cada una con su propio

procedimiento, infracciones y sanciones.


Finalmente, y luego de mucho caminar, las

provincias suscribieron el Pacto federal del trabajo (Ley 25.212),

mediante el cual se unificaron las infracciones y sus

correspondientes sanciones. Por lo tanto, cada provincia mantiene

(tal como sucede con los códigos procesales en otros órdenes) el

dictado de las normas de procedimiento administrativo.


En todos los períodos, la policía del trabajo

estuvo y está integrada por un cuerpo de funcionarios llamados

inspectores del trabajo, que en su conjunto conforman la mencionada

institución.









I.2 Objeto


La Policía del Trabajo (P de T) ejerce cuatro

acciones diferentes que, unidas, conforman su tarea principal.

Estas acciones son: preventivas, educativas, de contralor y

represivas.


Su objetivo principal es la acción

preventivo-educativa tendiente a lograr que los empleadores

realicen un cumplimiento espontáneo de la norma laboral, que

adecuen sus acciones a las leyes y convenios colectivos aplicables

a su actividad.


Fundamentalmente, se traduce en una función

docente: educar al empleador con el objetivo antes expuesto,

controlar que ello suceda y castigar si no se realiza.[2]



Una convivencia armónica exige que cada parte

cumpla con sus obliga- ciones, lo que pretende la Policía de

Trabajo es que ello suceda, sin recurrir a los castigos, pero

haciendo saber que estos existen y se aplicarán si no se cumplen

las normas.


Un sistema basado en penalidades puede ser

propicio para controlar situaciones límites, pero claramente no

consigue resultados positivos en el desarrollo de la convivencia

social.[3] La educación tiene un

efecto multiplicador que la sanción no tiene.




Inspectores


Hemos mencionada que la Policía de Trabajo

está integrada por inspectores: estos son funcionarios

especialmente capacitados en materia laboral, que no podrán tener

interés directo o indirecto con las empresas sujetas a su

inspección, obligados a la confidencialidad de los datos obtenidos

durante el ejercicio de su función, (secretos comerciales, métodos

de producción, etc.), les queda expresamente vedado vulnerarla aún

cuando cesaran en su tarea en el servicio.[4]



Veamos el proceso de trabajo que tienen los

agentes:







Inicio de la inspección


Una inspección puede tener origen en:


a) una actuación de

oficio;


b) una denuncia de un trabajador de la empresa que se identifica y

se considera damnificado;


c) una denuncia de un tercero interesado, por ejemplo una entidad

gremial;


d) una denuncia anónima.







Forma de desarrollar la tarea


Una vez producida la denuncia, el Director de

Policía del Trabajo designa un inspector/a y le indica el lugar al

que debe concurrir y el horario conveniente para comprobar lo que

se denuncia. Allí debe concurrir éste munido de la credencial que

lo identifica –la cual debe exhibir al comienzo de su tarea– y que

lo habilita a ingresar sin necesidad de orden judicial ni

asistencia policial, aunque si él lo considera necesario, puede

requerir la presencia de fuerzas policiales o de seguridad para

lograr su objetivo.[5]



En dicha credencial, que los inspeccionados

tienen derecho a pedir se les exhiba, se encuentra asentado el

teléfono de la dependencia a fin de que los particulares puedan

constatar su veracidad.


Durante la visita, los inspectores están

facultados para:


a) Entrar libremente y sin

notificación previa en los lugares en los que se realizan tareas

sujetas a inspección en las horas del día y de la

noche.[6] En este último caso,

deberán existir indicios razonables que supongan trabajo nocturno.

Se pretende, de esta forma evitar que por una denuncia formulada

por venganza termine en el allanamiento de una casa de familia por

motivos laborales.


b) Una vez que hayan ingresado:


    1. Requerir toda la información necesaria para

el mejor cumplimiento de su función.


    2. Realizar cualquier experiencia, investigación

o examen.


    3. Interrogar ante testigos al empleador o a los

trabajadores.


    4. Exigir la presentación de libros y

documentación que la legislación laboral establezca y obtener

copias o extractos de ellos.


    5. Tomar y sacar muestras de sustancias

utilizadas en el establecimiento para efectuarles análisis.


    6. Realizar exámenes de las condiciones

ambientales del lugar de trabajo y de las tareas que allí se

realicen.


    7. Intimar a que se adopten medidas relativas a

las instalaciones o a los métodos de trabajo que surjan de las

normas legales o convencionales, referentes a las norma de

Seguridad e Higiene.


    8. Disponer la adopción de medidas de aplicación

inmediata en caso de peligro a la salud, higiene y seguridad del

trabajador.


    9. Requerir la colocación de avisos o carteles

exigidos por la normativa laboral.


   10. En los casos en que corra peligro la salud de los

trabajadores se podrá proceder a la clausura del

establecimiento.[7] Es importante destacar

que la clausura de un establecimiento en todos los demás casos sólo

puede ser dictaminada mediante resolución fundada por la autoridad

máxima de la policía del trabajo.


Durante su tarea, los inspectores

confeccionan actas de inspección o de infracción, según

sea el caso.


El acta de inspección se labra en

todos los casos en que exista una visita oficial a un lugar de

trabajo y se realiza en ella un relato pormenorizado de la misión

cumplida, el día y fecha en que se efectúa, los datos de quien

recibe o atiende por parte de la empresa, las comprobaciones

llevadas a cabo, las intimaciones realizadas si las hubiera y, en

caso de existir, el plazo para su cumplimiento.[8]



Puede suceder que al momento de la inspección

se le requiera a la empresa que exhiba el libro de sueldos y

jornales, por ejemplo, y que se manifieste que éste está en el

domicilio del contador. En tal caso, en el acta de

inspección[9] se dejará constancia de

este hecho y se intimará a la empresa para que en un plazo y lugar

específico, lleve dicho libro para su contralor. Aquí no hay

infracción detectada al momento de la inspección.


En cambio, el acta de infracción es

la que se redacta cuando, al momento de la inspección, se detecta

la infracción, (ejemplo el inspector concurre a la empresa el día

15 del mes y verifica que aún no se le abonó el salario del mes

anterior al personal).


El acta en tal caso debe contener, además de

lo dicho precedentemente, el detalle de las infracciones

comprobadas, con el sustento jurídico pertinente.[10]



En este caso, el acta de inspección

está incluida en la que registra la infracción.


Este instrumento debe ser firmado por los

inspectores con la identificación pertinente y también se requiere

de la firma de la persona que los atendiera en su caso.


A fin de preservar la confidencialidad, los

inspectores tienen prohibido informar a los empleadores sobre el

origen de la denuncia que motiva la inspección que se realiza, como

una forma de protección a los trabajadores, para evitar represalias

a través de sanciones.












I.3 Funciones


Abarcan dos ámbitos que veremos por

separado:


a) Relaciones individuales.

Dentro de ellas sus atribuciones son:


    1. Habilitar la documentación y los libros

requeridos por las disposiciones de fondo (ejemplo: las del art. 52

LCT),[11]


    2. Conceder autorizaciones y excepciones al

régimen legal horario (ejemplo: a la jornada de trabajo art. 4 y 5

ley 11.544),


    3. Actuar como órgano de composición de los

conflictos individuales de trabajo (art. 15 LCT) a lo que se

agrega, además, el ofrecimiento de sus servicios como árbitro

voluntario.


La última descrita es la llamada actividad

“conciliadora” típica de la administración laboral, reconocida por

el art. 15 de la LCT que admite que las partes pueden efectuar

acuerdos transaccionales, conciliatorios y liberatorios válidos en

tanto se realicen ante la autoridad judicial o

administrativa y siempre que medie en cada caso resolución

fundada de éstas que acredite que mediante tales actos se ha

alcanzado una justa composición de los derechos e intereses y

proceda a homologarlos.[12]



b) Relaciones colectivas.

Se le atribuyen funciones tales como:


    1. Dentro del régimen de Asociaciones

profesionales la inscripción, reconocimiento de personería,

contralor de la actividad sindical, etc.;


    2. En la negociación colectiva: acercar a las

partes, homologar los acuerdos, etc.;


    3. En la composición de conflictos colectivos de

trabajo, mediante el ofrecimiento de mediación, conciliación y

arbitraje voluntario, calificación de conflictos, etc.









A. RELACIONES INDIVIDUALES








I.4 Régimen de sanciones


Los hechos y conductas que constituyen

infracciones a las normas laborales se hallan previstos en el orden

nacional por la Ley 25.212 que establece asimismo los distintos

tipos de sanciones frente a los ilícitos comprobados.


En el ámbito de la Ciudad Autónoma se aplica

la Ley 265, la cual determina el procedimiento que debe seguirse

para la comprobación y juzgamiento de las infracciones.


Dentro del ámbito de la relación individual

de trabajo la ley –que se presume conocida por todos a partir de su

promulgación– prevé consecuencias a los siguientes

incumplimientos:


a) la violación de las

obligaciones formales,


b) el incumplimiento de las relaciones emergentes de la relación

laboral,


c) la obstrucción a la actuación de la autoridad administrativa del

trabajo.


Veremos cada una en

detalle:




a) Violación de las obligaciones

formales: se define como el incumplimiento al deber de contar

con determinados instrumentos de contralor o de llevarlos para

observar los requisitos preestablecidos, así como la acción de

comunicar datos a la autoridad de aplicación para posibilitar la

vigilancia del cumplimiento de normas laborales.


Constituyen obligaciones formales:






	llevar los libros prescriptos por las leyes de

fondo (art. 52 LCT, art. 10 Ley 14.456, etc.) y


	publicar en carteles especiales el horario de

trabajo (art. 197 LCT, ley 11.544, y decreto 16.115/33).


La pena que corresponde por violación al cumplimiento de las

obligaciones formales es la multa y su monto se gradúa

entre mínimos y máximos establecidos por la ley 25.212. La multa se

aplica por cada infracción comprobada y puede ser incrementada en

casos de violaciones graves.








b) Incumplimiento de las obligaciones

emergentes de las relaciones de trabajo: se producen cuando el

empleador no satisface los requerimientos que la ley de fondo le

impone: abonar el salario debido en legal plazo; conceder

vacaciones y abonarlas antes de su goce, observar la jornada de

trabajo; cumplir con las normas de seguridad e higiene; etc.


Las infracciones constatadas se sancionan con

multas graduadas a criterio del multante entre mínimos y

máximos fijados por ley (ver cuadro I).


Si la norma transgredida

es de origen convencional la sanción correspondiente sólo procede

previa intimación al empleador por parte de la autoridad

administrativa, y frente a su posterior incumplimiento.


c) Obstrucción a la labor de la autoridad

administrativa: la norma sanciona el desacato

entendido como no hacer lo que ésta manda o hacer lo que prohíbe.

Por ejemplo: a) no concurrir a las citaciones, no cumplir con

reincorporaciones del personal; b) negar información que se demanda

y c) suministrar información falsa.









I.5 Régimen de infracciones


Conforme a la Ley 25.212, conocida como Pacto

Federal del Trabajo, se unificó en todo el país el tipo de

infracciones así como las respectivas sanciones.


En principio, la norma establece cuatro tipos

de infracciones a saber:


a) leves[13]


b) graves[14]


c) muy graves[15]


d) obstrucción a la autoridad administrativa del

trabajo.[16]



Sobre las tres primeras y sus infracciones

ilustran los siguientes cuadros. Cada una de las infracciones hará

pasible a su autor de una sanción tal como se describe a

continuación:




Cuadro I








	Tipo de

infracción

	Sanción

	

Reincidencia






	a) Infracciones

leves[17]: El pago de las

remuneraciones fuera del plazo legal, cuando el atraso fuera de

hasta cuatro días hábiles (pago mensual) y de hasta dos días

hábiles (período menor). No exponer en lugar visible los anuncios

relativos a la distribución de las horas de trabajo. No otorgar el

descanso de las mujeres al mediodía cuando correspondiera.

Violación en materia de higiene y seguridad que afecten exigencias

de carácter formal o documental.

	

Apercibimiento o multa de $80 a $250.[18]


	No hay






	b)

Infracciones graves[19]: La falta en los

libros de registro de los trabajadores de datos esenciales del

contrato o relación de trabajo. Falta de entrega de los

certificados de: a) servicio o b) de la extinciónde la relación

laboral a pedido del trabajador. Violación de normas en cuanto a

monto, lugar, tiempo y modo del pago de remuneraciones, y la falta

de entrega de copias firmadas de los recibos correspondientes.

Violación de normas en materia de duración del trabajo, descanso

semanal, vacaciones, licencias, feriados, días no laborables.

Violación de normas relativas a modalidades contractuales. Falta o

insuficiencia de instrumentos individuales de control de la jornada

de trabajo. Violación en materia de salud, higiene y seguridad del

trabajo.

	Multa de

$250 a $1.000 por cada trabajador afectado:[20]


	Se produce

cuando se comete una nueva infracción dentro de los dos años de

sancionada la anterior, por los siguientes motivos: -violación de

normas relativas a monto, lugar, tiempo y modo de pago de

remuneraciones; falta de entrega de copia firmada por el empleador

de los recibos correspondientes. -violación de normas en materia de

duración del trabajo, descanso semanal, licencias, vacaciones,

feriados, días no laborables. -acciones u omisiones que importen

incumplimiento de obligaciones en materia de salud, seguridad e

higiene. Sanción: Se podrá adicionar al monto máximo de la multa

una suma que no supere el 10% del total de las remuneraciones que

se hayan devengado en el mes inmediatamente anterior a la

constatación de la infracción.[21]







	c)

Infracciones muy graves[22]: Decisiones del

empleador que impliquen discriminación. Actos del empleador

contrarios a la intimidad y dignidad de los trabajadores. Falta de

inscripción del trabajador en los libros de registro de los

trabajadores. Violación de normas relativas al trabajo de menores.

Violación de las resoluciones dictadas en los procedimientos de

conciliación y arbitraje. Violación en materia de salud, higiene, y

seguridad del trabajo cuando además ponga en peligro la integridad

o seguridad psicofísica del trabajador.

	Multa de $

1.000 a $ 5.000 por cada trabajador afectado. [23]


	Sanción:

-clausura del establecimiento hasta un máximo de 10 días hábiles

con pago de salarios a los trabajadores, -inhabilitación del

empleador por un año para acceder a licitaciones públicas y

suspensión en los registros de proveedores o aseguradoras del

Estado.[24]







	d)

Obstrucción a la autoridad administrativa del trabajo

	Multa de $

200 a $ 5.000 por cada trabajador afectado. [25]


	Se podrá

adicionar, en casos de especial gravedad, un adicional al monto

máximo que no supere el 10% del total de las remuneraciones

devengadas en el mes anterior a la constatación de la

infracción.[26]




















I.6 Disposiciones comunes a todas las figuras de infracción


Con el fin de aplicar una pena más justa, la

autoridad de aplicación, al momento dela graduación de la sanción,

debe tener como base la escala mostrada en el cuadro, pero en todos

los supuestos debe utilizar como parámetros:


a) el incumplimiento de

advertencias o requerimientos anteriores;


b) la naturaleza de la infracción;


c) la importancia económica del infractor;


d) el carácter de reincidente que éste pudiera revestir.

(Reincidente es quien comete una infracción del mismo tipo dentro

del plazo de dos años de haber sido sancionado);


e) el perjuicio causado;


f) el número de trabajadores afectados;


g) el número de trabajadores de la empresa.[27]



Asimismo, en todos los casos la aplicación de

sanciones por reincidencia deberá afectarse mediante resolución

fundada.


No está permitido aplicar sanciones en forma

condicional, ni pagarse en cuotas. En la práctica, el pago

voluntario, es decir, sin apelar la aplicación de la sanción,

permite el pago en cuotas.


De no ser abonada la multa en el plazo fijado

por la autoridad administrativa puede disponerse la ejecución sobre

los bienes del infractor.[28]



Resulta absolutamente novedosa la

incorporación en la Ley nacional 25.212 (art. 10) con definida

intención recaudatoria en el caso de multas a personas jurídicas,

que se encuentren obligados los directores, gerentes, síndicos,

miembros del consejo de vigilancia, administradores, mandatarios o

representantes que hubiesen intervenido en el hecho sancionado al

pago de las multas en forma solidaria y afrontándola con sus bienes

personales.[29]



Además de la posibilidad de

ejecutar al infractor y sólo en el caso de infracciones muy graves, el organismo

administrativo puede decidir la clausura del establecimiento hasta

que se efectivice la multa y por un plazo máximo de diez

días.[30]



La clausura, en los casos que correspondiere,

será dispuesta mediante resolución del titular del servicio de

inspección. Esta medida compulsiva no exime al empleadordeudor

del pago de la multa impuesta.


Dicho pago se efectiviza mediante depósito en

cuenta especial de la administración laboral y la clausura se podrá

mantener por un plazo máximo diez días hábiles, hasta que la

administración tenga a su disposición el importe de la sanción

pecuniaria.


Finalmente, durante la clausura, los

trabajadores cobrarán sus salarios, puesto que son ajenos a la

suspensión de la relación laboral.


Dado que la Constitución Nacional garantiza

el sistema de la doble instancia, estas resoluciones

administrativas son apelables para que se permita así la revisión

de los actos, que en el caso de las sanciones que devienen de una

autoridad administrativa, se realiza por el poder judicial que, con

competencia laboral, corresponda a la ubicación geográfica del

órgano administrativo.


En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (ley

265), impuesta una sanción pecuniaria, el damnificado podrá apelar

dentro de los tres días hábiles de notificado ante la

Justicia Contenciosa Administrativa de la Ciudad Autónoma sin

pagar la multa que le hubiera sido aplicada. Esta posibilidad

le era negada al infractor con la normativa anterior, y hoy en la

provincia de Buenos Aires aún es obligatorio el pago previo de la

multa antes de serle concedida la apelación.


En el resto de las provincias, apelan ante el

Juez Nacional Federal de turno y se debe constatar en cada caso, si

la normativa de procedimientos prevé el pago de la multa como

condición de admisibilidad.


En todos los casos, el recurso de apelación

deberá presentarse y fundarse con la firma de un abogado ante la

autoridad administrativa que impuso o notificó la sanción.


El expediente debe ser remitido por la

autoridad administrativa al Juez que corresponda quien podrá

admitir nuevas medidas de prueba o ampliar las ya producidas en

sede administrativa, cuando ello fuera peticionado en el recurso de

apelación. Dichas pruebas se llevarán a cabo en una audiencia que

se designe a tal efecto.


El empleador sancionado podrá solicitar su

absolución sobre la base de:


a) la inexistencia de

legitimación sustancial (ejemplo, no ser empleador);


b) la inexistencia de legitimidad en la instrucción sumarial

(ejemplo, defectos de forma como falta de fecha en el acta labrada,

etc.);


c) la inexistencia de la infracción;


d) la prescripción de la acción (dos años desde que se comprobara

la infracción) o de la sanción (dos años de haber quedado firme y

no haber sido ejecutada);


e) la litispendencia y cosa juzgada o administrativa.









I.7 El procedimiento en la Ciudad autónoma de Buenos aires (ley

265)


Con el fin de entender el camino crítico que

se recorre entre el inicio de una inspección y su resolución final,

explicaremos brevemente el procedimiento en el ámbito de la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires.


Tal como se explicara, las infracciones

pueden verificarse por actua- ción del inspector, o como

consecuencia de un expediente administrativo o judicial que

determine su existencia.[31]



Por ejemplo, una sentencia judicial que haga

lugar a una relación laboral no registrada, obliga al juez a enviar

una copia al Ministerio de Trabajo y a la AFIP. En ese caso, dicha

comunicación, dará origen a un expediente de infracción contra el

empleador, que deberá realizar el mismo camino que el acta de

infracción.[32]



En el caso de una inspección una vez

finalizada y, siempre que se haya verificado la comisión de un

ilícito laboral, el inspector redacta la pertinente acta de

infracción, la que servirá de acusación,[33] por lo que tendrá que

contener el detalle pormenorizado de los datos del infractor, la

descripción del hecho verificado como infracción, vinculándolo a la

norma legal infringida y la firma del inspector

actuante.[34]



La falta de uno de estos requisitos hará

impugnable el acta por defecto legal. Salvo prueba en contrario se

presume la veracidad del acta y todo su contenido.


Formado el sumario por cualquiera de estas

acciones, se le notifica al presunto infractor en forma personal,

por cédula o por telegrama colacionado, quien podrá presentar su

descargo y ofrecer prueba dentro de los cinco días de

notificado.[35]



En esta instancia no se requiere patrocinio

letrado, pero se aconseja, porque lo manifestado en dicho

escrito será la base de una posible apelación posterior, que sí

deberá realizar un abogado, por lo que es recomendable –por lo

técnico de la cuestión– por ejemplo, no olvidarse ningún medio

probatorio posible dado que debe ofrecerse en esta oportunidad y

comenzar el procedimiento con una misma idea argumental.









I.8 Medios probatorios


Sólo son admisibles los

siguientes[36] medios probatorios,

dejándose expresa constancia que estará a cargo del oferente el

diligenciamiento de toda la prueba ofrecida, a saber:


a) Testimonial:

pueden ofrecerse hasta un máximo de cinco testigos, debiendo

consignarse el nombre y apellido completo, el domicilio,

acompañarse los respetivos interrogatorios y denunciar qué es lo

que se intenta probar con su testimonio. El empleador deberá hacer

comparecer a dichos testigos a la audiencia que se designe, caso

contrario perderá el derecho de hacerlo en el futuro.[37]


b) Instrumental: son los documentos de los cuales quiere

valerse el supuesto infractor. Deben ser acompañados en copia

conjuntamente con su presentación. Dichas copias tienen que estar

certificadas por escribano, o caso contrario, concurrir con los

originales para la certificación en el acto de la presentación. Si

la documentación que se requiere para la defensa no se encuentra en

poder del empleador, deberá denunciar en forma precisa el lugar

donde se encuentra y solicitarle a la autoridad que ordene su

remisión.[38]


c) Informativa: consiste en solicitar a entidades públicas

o privadas información, inclusive documentación, que obre en su

poder, a fin de que las remita al órgano solicitante. Con este

medio también debe indicarse el hecho que se intenta

probar.[39]


d) Pericial: implica la posibilidad de solicitar la

intervención de un experto, en alguna materia determinada

(contador, ingeniero, etc.) con el fin de que realice un informe

técnico sobre un cuestionario que deberá acompañar con su

ofrecimiento el infractor, el cual será designado por sorteo de

oficio, pero a costa de quien lo solicite.[40]



Estas pruebas ofrecidas podrán ser rechazadas

sin más trámite si no reunieran los requisitos precedentes o fueran

manifiestamente improcedentes.[41]



Veamos un ejemplo del juego armónico de las

pruebas aludidas:


Se infracciona a una empresa metalúrgica (CCT

260/75) por la falta de recibos que acrediten la entrega a los

trabajadores de ropa de trabajo.


En su descargo, esta empresa sostiene que

hizo entrega de la ropa de trabajo y dada la confianza existente

entre ella y los trabajadores que hace muchos años que trabajan

allí, se consideró innecesario pedirles que firmaran la

documentación exigida.


Como la empresa intentará probar sus dichos

con el ofrecimiento de las pruebas que detallamos, podrán tener el

siguiente sustento:


Instrumental: acompaña la factura de compra

de la ropa de trabajo. Testimonial: citará a cinco trabajadores a

los que se les preguntará si recibieron dicha ropa.


Informativa: se le pedirá a la empresa

proveedora de ropa copia de la factura de venta, para que informe

si el documento es verdadero, si vendió, entregó y cobró la ropa de

trabajo allí consignada.


Pericial: se solicitará la designación de un

contador, a fin de que compulsando los libros de la empresa

dictamine si en los libros contables se encuentran asentados el

egreso de dicho dinero con fundamento en la compra de indumentaria

de trabajo.


Todo el sumario debe ser tramitado y resuelto

en el plazo de sesenta días hábiles,[42] la prueba debe

producirse dentro de los quince días de efectuada la apertura a

prueba.[43] Si la parte no la

produjo o no intentó producirla (por ejemplo, no llevó los testigos

o, pasado el plazo para responder un oficio, no solicitó su

reiteración) perderá el derecho de producirla en el futuro sin más

trámite, es decir, no intiman a producirla, pasando el sumario a

dictar resolución, previo dictamen del departamento jurídico de la

Policía del Trabajo.[44]



Dictada la resolución, esta puede ser

absolutoria, en cuyo caso se archiva sin responsabilidad ni

antecedente negativos para el empleador, o bien condenatoria, dando

lugar a la imposición de una multa tal como se describiera.


El empleador condenado puede pagar

voluntariamente o apelar la resolución mediante el procedimiento ya

explicado.[45]










B. RELACIONES COLECTIVAS








I.9 Facultades sancionatorias


Hemos visto las atribuciones de la Policía de

Trabajo en el ámbito del derecho individual; pasemos ahora al de

las relaciones colectivas del trabajo en las que la Autoridad

Administrativa también posee facultades sancionatorias otorgadas,

tanto por la legislación de la Ciudad de Buenos Aires Federal a

través del Ministerio de Trabajo de la Nación, como las

provinciales.


La intención de la ley es que el trato que

genere el mantenimiento de las relaciones colectivas de trabajo

–sean éstas llevadas a cabo entre grupos que representan a

trabajadores y a los empresarios o entre sindicatos y empleadores

individualmente y aun entre los sindicatos y la Autoridad de

Aplicación– se caracterice por la ética.


La violación del deber de actuar

éticamente, es pasible de una sanción.


Tres ámbitos de relaciones colectivas son los

sujetos a la aplicación de sanciones:


a) asociaciones

profesionales (sindicatos y/o empresas y/o cámaras

empresarias);


b) la negociación colectiva;


c) los conflictos colectivos.





a) Asociaciones profesionales


Hay dos grupos de infracciones con sus

consecuentes sanciones, según se trate de:


A) Las Cámaras empresarias o los empleadores:

tienen como infracción típica la práctica desleal,

definida por el art. 53 de la Ley 23.55l (Ley Sindical) que se

configura por incurrir en alguna de las siguientes conductas:






	Subvencionar en forma directa o indirecta a una

asociación sindical de trabajadores;


	Intervenir o interferir en la constitución,

funcionamiento o administración de un sindicato;


	Obstruir, dificultar o impedir la afiliación de

los trabajadores a una de las asociaciones por ésta reguladas;


	Promover o auspiciar la afiliación de los

trabajadores a determinada asociación sindical;


	Adoptar represalias contra los trabajadores en

razón de su participación en medidas legítimas de acción sindical o

de haber acusado, testimoniado o intervenido en los procedimientos

vinculados al juzgamiento de las prácticas desleales;


	Rehusarse a negociar colectivamente con el

sindicato capacitado para hacerlo o provocar dilaciones que tiendan

a obstruir el proceso de negociación;


	Despedir, suspender o modificar las condiciones

de trabajo de su personal con el fin de impedir o dificultar el

ejercicio de los derechos a que se refiere esta ley;


	Negarse a reservar el empleo o no permitir que

el trabajador reanude la prestación de servicios cuando hubiese

terminado de estar en uso de licencia por desempeño de funciones

gremiales;


	Despedir, suspender o modificar las condiciones

de trabajo de los delegados que gocen de estabilidad de acuerdo con

los términos establecidos por este régimen, cuando las causas

invocadas no sean de aplicación general o simultánea a todo el

personal;


	Practicar trato discriminatorio, cualquiera sea

su forma, en razón del ejercicio de derechos sindicales;


	Negarse a suministrar la nómina del personal a

los efectos de la elección de sus delegados en los lugares de

trabajo.








Esta enumeración es enunciativa y no

taxativa, es decir que puede ampliarse el espectro de conductas

sancionables a otros hechos no previstos pero que constituyan

práctica desleal.[46]



La denuncia puede ser realizada ante la

Justicia, por el trabajador damnificado o por el Sindicato que lo

represente en forma conjunta o indistinta,[47] y en ella el Juez

citará al Ministerio de Trabajo a que participe del expediente ya

que de condenarse al empleador al pago de una multa, esta será

depositada a su nombre con destino al mejoramiento del servicio de

la Policía del Trabajo.[48]



Sus montos se gradúan de conformidad con las

disposiciones de la ley 25.212 (Pacto Federal del Trabajo) y, en

caso de reincidencia o de prácticas desleales múltiples (cometer

más de una, la misma denunciada), el monto podrá elevarse hasta el

quíntuplo del máximo allí previsto (ver art. 55 ley

23.551).[49]



Hasta 1979, el juzgamiento de las prácticas

desleales estaba a cargo de un tribunal administrativo: eEl

Tribunal Nacional de Relaciones Profesio- nales, que desapareció

con el Gobierno militar.


Con la sanción de la Ley

23.551 se le confiere dicha atribución al Juez del Trabajo de la

jurisdicción en la que han ocurrido los hechos violatorios de la

libertad sindical.


B) Sindicatos: el segundo grupo de

infracciones corresponde a los incumplimientos de los deberes

legales o estatutarios en que incurran las asociaciones sindicales

de trabajadores.


Mientras la Policía del Trabajo está

ejerciendo, el Ministerio de Trabajo de la Nación podrá requerirles

que dejen sin efecto las medidas que importen violaciones a las

leyes o normas estatutarias o que constituyan incumplimientos de

disposiciones (decretos o resoluciones) dictadas por la Autoridad

competente en ejercicio de facultades legales.


La asociación sindical que incumpla sus

deberes legales o estatutarios será pasible de sanciones que podrán

consistir en multas (graduadas conforme Ley 25.212) o bien en

solicitar al Ministerio de Trabajo de la Nación ante la Justicia la

suspensión o la cancelación de su personería gremial.


Asimismo, podrá solicitar al Juez la

intervención de un sindicato cuando la Organización Sindical

incurra en graves irregularidades administrativas.


En ambos casos, y con el fin de evitar que un

órgano político, como es el Ministerio de Trabajo de la Nación,

rama del Poder Ejecutivo, decida sobre bases no jurídicas, es el

poder judicial el que deberá tomar la decisión sobre las sanciones

a aplicarse.[50]



Todo el accionar de las organizaciones

sindicales está controlado y supervisado por el Ministerio de

Trabajo, por medio de su cuerpo de inspectores. Esto se evidencia

desde la creación misma de las organizaciones, al otorgarles la

personería gremial, y luego en su funcionamiento, porque aprueba

sus estatutos, recibe y controla los balances, dispone y controla

las elecciones de los cuerpos directivos, designa funcionarios en

caso de acefalía de la Comisión Directiva, etc.


Toda vez que la acción que desarrollan los

sindicatos o las asociacio- nes de empleadores excede la geografía

de una provincia, la inspección le corresponde al gobierno

central.



Si conforme a la ley 23.551 la inscripción y

el otorgamiento de la personería gremial es una función del

Ministerio de Trabajo y de la Nación, también lo será el control de

sus actos.[51]



En síntesis, todo lo concerniente al régimen

de las asociaciones profesionales corresponde exclusivamente al

gobierno nacional.







b) Negociación colectiva


Sin lugar a dudas, el punto máximo en este

tema es la formulación de un convenio colectivo que es el objetivo

más trascendente de la negociación colectiva.


Tan importante es esa actividad, que se ha

creado un medio técnico específico que recepta la legislación

laboral en la ley 23.546 y sus modificaciones insertadas por la ley

25.877 y se le ha otorgado al Ministerio de Trabajo de la Nación

facultades para regular la negociación e, incluso, obligar a las

partes a discutir los convenios colectivos.[52]



Esta facultad es exclusiva y excluyente de

este organismo, puesto que los CCT integran el ámbito jurídico

laboral, revisten el carácter de orden público y sólo él puede

controlar e interpretar sus normas. Esta tarea les ha sido vedada a

las provincias conforme artículos 75 y 126 de la Constitución

Nacional.[53]



Para llevar a cabo su tarea, el Ministerio

puede obligar a las partes en conflicto a comparecer a sus

citaciones tantas veces como sea necesario, incluso con el auxilio

de la fuerza pública, como así también exigirles que integren la

mesa de negociaciones y, de suscitarse conflictos, aplicar

mecanismos de composición.


Por ejemplo, si durante la negociación la

empresa suspende personal, deberá reincorporarlo y si el sindicato

lleva adelante una huelga, deberá culminarla y abstenerse de

efectuar medidas de acción directa mientras dure la

negociación.


La falta de obediencia a esta indicación del

Ministerio de Trabajo de la Nación desacatando sus resoluciones

constituye un infracción de la Policía del Trabajo denominada

Obstrucción de la Labor Administrativa (ver cuadro de infracciones

muy graves y Ley 25.212) y quienes incurran en ella serán

sancionados, previa intimación, con la aplicación de

multas.[54]



Durante las rondas de negociaciones, los

diferendos serán resueltos mediante la aplicación de la Ley 14.786

(conocida como de “Conciliación obligatoria”).


Esta ley prevé que el Ministerio de Trabajo

de la Nación no sólo pueda obligar a las partes a concurrir a la

mesa de negociación, sino que, ante el estancamiento de la

negociación, pueda intervenir dictando la conciliación obligatoria

con el fin de ejercer presión para dirimir el conflicto, incluso

proponer alternativas de resolución de los conflictos, tal como se

hace en la mediación, y si no pudieren resolver el

diferendo, ofrecer el arbitraje que contempla el artículo

4 de la ley 14.786.


Tal como expresáramos previamente, la

negativa patronal a negociar colectivamente constituye práctica

desleal, que se sanciona con multas establecidas por el Juez

Laboral competente del lugar donde se cometió la infracción, en la

forma y montos ya explicados en este texto.


Teniendo en cuenta que el derecho laboral no

sólo está constituido por la norma específica (ley 20.744), sino

que se integra con los CCT vigentes, el incumplimiento del

empleador de las disposiciones previstas por las normas

convencionales, acarrea la aplicación de multas. En estos casos, la

intimación previa es requisito de forma.


Las facultades que tiene el

Ministerio de Trabajo de la Nación para ordenar el procedimiento de

la negociación son:


a) Atribuir representación

del sector empleador (art. 2, ley 14.250);[55]


b) controlar que el convenio colectivo a homologar cumpla con las

exigencias de fondo y forma que determine la representación (art. 4

ley 14.250);[56]


c) homologar el convenio sin el cual no adquiere obligatoriedad

frente a todos (erga omnes) (art. 6 ley

23.546);[57]


d) publicar y registrar las convenciones homologadas (art. 5 ley

14.250);[58]


e) disponer, a pedido de parte, la iniciación de las negociaciones,

una vez vencido el plazo de urgencia de un convenio colectivo o

hasta con sesenta días de antelación, también es aplicable en los

supuestos de la primera negociación de un convenio (artículo 11 ley

14.250).[59]


f) Extender la obligatoriedad de un convenio colectivo a una zona

no comprendida en su ámbito, de oficio o a pedido de parte

(artículos 10 ley 14.250);[60]


g) recibir los pedidos de constitución de comisiones paritarias y

designar al funcionario que las presida (artículos 14 y 15 ley

14.250); [61]


h) resolver, por vía de apelación, los recursos interpuestos contra

las resoluciones de comisiones paritarias, en este caso interviene

la Dirección Nacional de Relaciones Laborales.







c) Conflictos colectivos


Fuera del ámbito de la negociación colectiva,

también pueden producirse conflictos colectivos. Las

consecuencias son las mismas.


Dictada la conciliación

obligatoria[62] y no acatada por

alguna de las partes, se les podrá imponer multas:


a) Al empleador:

una multa y, además, en el supuesto de suspensiones, despidos o

cierre de establecimiento, deberá pagar los salarios de los

trabajadores, como si la medida no se hubiera producido.


b) Al sindicato: luego de ser intimado, si no cesa o deja sin

efecto las medidas adoptadas (huelga, baja de producción

intencional, etc.) se dictará la conciliación obligatoria. La

sanción puede ser de multas (ley 25.212), o bien llegar a la

suspensión o cancelación de la personería gremial e, inclusive, a

solicitar la intervención del gremio.


La huelga o la disminución voluntaria y

premeditada de la producción por debajo de los límites normales

traerán aparejada para los trabajadores la pérdida del derecho a

percibir las remuneraciones correspondientes al período de cesación

o reducción del trabajo si no cesaren después de la intimación de

la Autoridad de Aplicación.[63]



Estas últimas medidas, atento a su

trascendencia, deberá pedirlas el Ministerio de Trabajo de la

Nación en sede judicial.


Recuérdese, asimismo, que la comparecencia a

cualquier citación que realice la autoridad ministerial para

intentar superar el conflicto colectivo suscitado, es obligatoria

para las partes y que por la no concurrencia sin causa justificada

a la convocatoria de la Autoridad de aplicación, con el objeto de

intentar una conciliación entre las partes en conflicto, o en su

caso someter la cuestión a arbitraje, la ley 25.212 posibilita la

aplicación de multas.[64]



En caso de aplicarse sanciones, éstas deberán

abonarse en el plazo de tres días pudiendo ser apeladas dentro de

las 48 horas. Si no se paga la multa, podrá ser ejecutada por el

Ministerio de Trabajo de la Nación ante la justicia.
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